




CCASM

Causa Nº 1.197/07.-

“Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. (EDENOR) c/ Municipalidad de Vicente López s/ Contencioso Administrativa”.-

Juzgado de origen: Juzgado  de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial de  San Isidro.-

En la ciudad de General San Martín, a los _12_ días del mes de agosto de 2.010, se reúnen en acuerdo ordinario los señores Jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Hugo Jorge Echarri, Jorge Augusto Saulquin y Ana María Bezzi, para dictar sentencia en la causa Nº 1.197/07, caratulada “Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. (EDENOR) c/ Municipalidad de Vicente López s/ Contencioso Administrativa”.-

ANTECEDENTES

I.- Con fecha 11 de Junio de 2007 (ver fs. 80/102 vta.) el apoderado de la Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. interpuso demanda contencioso administrativa contra la Municipalidad de Vicente López, a efectos de que se anule la Resolución Nº 113/2007 de fecha 18 de enero de 2007. Explicó que por dicha Resolución el Municipio desestimó el recurso interpuesto contra la Resolución Nº 1642/2006, por la cual se pretende gravar a su representada con el canon de Publicidad y Propaganda (art. 162 a 174 de la Ordenanza Fiscal vigente) por la suma de pesos tres mil trescientos con sesenta y nueve centavos ($ 3.300,69), con más los intereses resarcitorios por la suma de pesos mil trescientos dieciséis con cincuenta y siete centavos ($ 1.316,57), respecto de los años 2000 a 2005.-

Asimismo peticionó medida cautelar de no innovar, por la cual se ordene la suspensión de la ejecución del acto administrativo en cuestión.-

II.- Con fecha 20 de Junio de 2007 (ver fs. 103) el señor Juez de grado intimó al peticionante al cumplimiento del pago previo establecido por el art. 19 del CPCA, bajo apercibimiento de desestimar la pretensión y previo a proveer lo que por derecho corresponda.-

III.- El 3 de Julio de 2007 la parte actora solicitó se deje sin efecto dicha intimación, manifestando que el 11 de Junio del mismo año habría interpuesto una acción declarativa de certeza ante el fuero civil, comercial y contencioso administrativo federal por los mismos períodos que los impugnados en la presente acción. Entendió configurada la excepción prevista por el art. 19 inc. b del CPCA, referida a la inexigibilidad del pago previo cuando se deduzca una pretensión meramente declarativa (fs. 133/134).-

IV.- En oportunidad de proveer dicha petición el señor Juez a-quo se declaró incompetente para entender en estas actuaciones y ordenó el archivo de las mismas.-

Para así decidir, entendió configurada la competencia federal en razón de la materia y de la persona (ver fs. 135/136).-

V.- Contra dicho pronunciamiento la parte actora interpuso recurso de reposición con apelación en subsidio (ver fs. 142/149 vta.).-

VI.- El Juez de grado rechazó la revocatoria y, a modo de hipótesis, para el supuesto de asistirle razón a la actora en cuanto a la competencia provincial, entendió que debía hacerse efectivo el apercibimiento dispuesto por el art. 19, inc. 2 del CPCA (ver fs. 150/150 vta.).-

VII.- Por su parte, la accionante interpuso un nuevo recurso de reposición y apelación en subsidio contra la resolución de fs. 150/150 vta., agraviándose de la desestimación de la demanda con fundamento en el incumplimiento del pago previo establecido por el art. 19 CPCA (ver fs. 157/158).-

VIII.- El señor Juez a-quo ordenó la elevación de las actuaciones a esta alzada para el tratamiento de ambos recursos de apelación (ver fs. 159) y, encontrándose los autos para resolver (ver fs. 160), este Tribunal (a fs. 161/164 vta.) revocó el pronunciamiento de fs. 135/136 en cuanto declaró la incompetencia para intervenir en estas actuaciones. Asimismo hizo lugar al recurso de apelación interpuesto en subsidio a fs. 157/158 y revocó la resolución de fs. 150/150 vta., en cuanto hizo efectivo el apercibimiento dispuesto por el art. 19, inc. 2 del CPCA. No impuso costas atento la ausencia de sustanciación y difirió la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77).-

IX.- Previo pedido y presentación de un informe circunstanciado (ver fs. 170 y fs. 397/407 vta.) el señor Juez a-quo confirió traslado a la actora (ver fs. 408), quien respondió a fs. 610/615 vta.-

X.- Con fecha 22 de Julio de 2008 (ver fs. 616/618) el Juez de grado proveyó se libre oficio a la Municipalidad de Vicente López, a fin de que remita – dentro del plazo de quince (15) días - copias de las resoluciones administrativas Nº 1642/2006, Nº 113/2007 y demás antecedentes, de conformidad con lo previsto por el art. 30 del CPCA.-

Asimismo rechazó el pedido cautelar efectuado por la actora.-

XI.- Recibidas las actuaciones requeridas (ver fs. 695), el señor Juez a-quo lo hizo saber a la parte actora a los efectos previstos por el art. 32 del CPCA.-

XII.- Previa presentación de fs. 698/698 vta. el a-quo dispuso que, previo a todo trámite y atento lo dispuesto por el art. 19 inc. 2º del CPCA, debía estar la parte actora a lo ordenado a fs. 103 último párrafo (pago previo en materia tributaria).-

XIII.- Contra dicho pronunciamiento la parte actora interpuso recurso de reposición con apelación en subsidio (ver fs. 720/721 vta.).-

XIV.- A fs. 722 el Juez de grado rechazó el recurso de reposición y elevó las actuaciones a este Tribunal.-

XV.- Recibidas según constancia de fs. 722 vta. pasaron los autos para resolver (ver fs. 723).-

El Tribunal decidió declarar inadmisible el recurso interpuesto (ver fs. 724/726) y el actor acreditó el cumplimiento del pago previo en materia tributaria (ver fs. 728).-

XVI.- Previo pedido efectuado por la parte actora (ver fs. 732) el Juez de la instancia anterior corrió traslado de la demanda (ver fs. 733) y el Municipio contestó a fs. 1004/1014 vta..-

XVII.- A su vez, el Juez de origen corrió traslado de la presentación y de la documental (ver fs. 1017) y la parte actora contestó a fs. 1059/1060.-

XVIII.- A fs. 1064 se recibió la causa a prueba, celebrándose la audiencia prevista por el art. 41 del CPCA a fs. 1067/1068.-

No existiendo prueba pendiente de producción, el Juez de grado corrió traslado por diez (10) días comunes a las partes para que aleguen sobre los hechos y el derecho controvertido en la causa  (art. 41 inc. 2 del CPCA).-

XIX.- Presentados los alegatos respectivos (ver fs. 1069/1071 vta., 1072, 1073/1077 vta. y 1078), pasaron los autos para sentencia.-

XX.- Con fecha 23 de febrero de 2.010 (ver fs. 1079/1089 vta.) el señor Juez a-quo falló haciendo lugar a la demanda promovida, anulando la determinación de deuda efectuada mediante la Resolución Nº 1642/06 de la Secretaría de Economía y Hacienda de la Municipalidad de Vicente López y la Resolución Nº 113/07 dictada por la misma Secretaría.-

Asimismo impuso las costas por su orden y difirió la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes.-

Para así decidir consideró lo siguiente:

a) Que de acuerdo a lo expuesto en el escrito de demanda y su contestación, la cuestión a resolver en autos se centra en determinar si la pretensión de la Municipalidad de Vicente López, consistente en gravar con el canon de publicidad y propaganda el cartel que Edenor S.A. posee en su oficina sita en la Avenida Maipú Nº 1971, del Partido de Vicente López, resulta contraria a la exención prevista por el art. “712/92”, que exime a la actora de abonar las patentes o derechos de chapas o letreros de sus edificios y oficinas que respondan a los fines del servicio público a su cargo; 

b) Que para la validez de un acto administrativo es necesario que éste cuente “con los elementos requeridos por el ordenamiento jurídico para su formación y existencia” (Manuel María Díez, “Manual de Derecho Administrativo”, tomo 1, pág. 191). Indicó que dichos elementos se encuentran contemplados en los arts. 103, 104 y 108 del Decreto Ley N° 7.647/70 y de la Ordenanza General Nº 267/1980, como así también que entre ellos se encuentran la competencia, la causa, el objeto, la motivación, la finalidad y la forma;

c) Que con relación a la motivación se ha entendido que “no es otra cosa que la exposición de la causa del acto, es decir el relato expreso de las circunstancias de hecho y los fundamentos de derecho que llevan a su dictado. (….) es usual que la motivación consista en un resumen de las cuestiones fácticas acreditadas en el expediente y su correlación con las normas jurídicas vinculadas a la cuestión” (Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, Carlos A. Botassi, Librería Editora Platense S.R.L., pág. 391);

d) Que el elemento causa se encuentra previsto en nuestro ordenamiento, en cuanto el art. 108 de las normas indicadas con anterioridad dispone que "contendrá una relación de hechos y fundamento de derecho...". Recordó el Juez de grado que la causa del acto administrativo es una apreciación de los hechos realizada en función de un determinado interés público (Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, Carlos A. Botassi, Librería Editora Platense S.R.L., pág. 389). Es decir, que “se denomina causa, a la serie de antecedentes o razones de hecho y derecho que justifican la emisión del acto y motivación, a la obligación de expresar tales antecedentes, más los fundamentos que atendiendo a aquellos hechos justifican el dictado del acto” (Régimen de Procedimientos Administrativos Ley Nº 19549, revisada, ordenada y comentada por Tomas Hutchinson, Editorial Astrea, pág. 79/83);

e) Que esos antecedentes o circunstancias de hecho deben existir al tiempo de emitirse el acto (Manuel María Díez, “Manual de derecho administrativo”, tomo 1, págs. 196 y 197);

f) Que en los considerandos del Decreto N° 714/92 se hizo expresa mención que el mismo fue sancionado en ejercicio de las atribuciones conferidas por las Leyes N° 14.772, N° 15.336 y N° 24.065. Expresó el Juez de grado que en aquéllos se expuso que el art. 5° de la Ley N° 14.722 determina como criterio de relación entre el poder local y el nacional, el respeto de aquél en todo lo que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado Nacional. Asimismo, que esas leyes han sido sancionadas por el Congreso Nacional, en ejercicio de las facultades previstas en el inciso 13 y 18 del artículo 75 de la Constitución Nacional (antes artículo 67 inciso 11 y 16),  habida cuenta de que por medio de las mismas se regula el comercio inter-jurisdiccional de energía eléctrica;

g) Que, en ese sentido, la Corte Suprema ha entendido en reiteradas oportunidades que “según lo dispuesto por las Leyes 14772, 15336 y 24065 -en concordancia con el criterio establecido por este Tribunal- la prestación del servicio público interconectado de generación, transporte y distribución interjurisdiccional de electricidad es de competencia nacional en razón de constituir el ejercicio del comercio y de promover a la prosperidad, el adelanto y el bienestar general del país (Fallos: 295:338 , especialmente considerando 6º y sus citas; 305:1847, voto de mayoría y su cita y considerandos 4º, 5º y 7º de la disidencia del juez Guastavino; 310:1567, considerandos 5º del voto de mayoría y 7º de la disidencia del juez Belluscio; conf., también, doctrina de Fallos: 292:26, considerandos 15 y 16 del voto de mayoría y 21 del voto concurrente)” (Edenor S.A. c/ Municipalidad de Gral. Rodríguez s/ acción declarativa - medida cautelar. CSJN, 05/10/1999);

h) Que la actora alega que la exención prevista en el art. 21 del Decreto N° 714/92 fue establecida con fundamento en el art. 12 de la Ley N° 15.336. Por su parte, que la Municipalidad entiende que el mismo no puede tener el alcance que se pretende y que el Poder Ejecutivo excedió sus facultades previstas en la Constitución Nacional al sancionarlo, vulnerando el principio de división de poderes;

i) Que el art. 12 de la Ley N° 15.336 dispone que “Las obras e instalaciones de generación, transformación y transmisión de la energía eléctrica de jurisdicción nacional y la energía generada o transportada en las mismas no pueden ser gravadas con impuestos y contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción y circulación. No se comprende en esta exención las tasas retributivas por servicios y mejoras de orden local”;

j) Que el Decreto N° 714/92 en su artículo 19, establece que Edenor S.A. abonará mensualmente a la Municipalidad de Vicente López el 6% de las entradas brutas, por ella recaudadas en dicho municipio, con relación a la prestación del servicio público de distribución y comercialización de energía eléctrica. Dicha participación tendrá el concepto de único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público municipal. Indicó que el régimen tributario fijado se complementa con lo dispuesto por el artículo 21, que establece que el pago en concepto de único impuesto previsto en el art. 19, no exime a Edenor S.A. de abonar las tasas retributivas por servicios o mejoras de orden local y realiza una enumeración enunciativa de las mismas. Asimismo, que a continuación dispone que está exenta del pago del impuesto de sellos provincial y municipal en todas las tramitaciones vinculadas con el servicio público que prestan; de los derechos de edificación e inspección de obras nuevas o de ampliación; de las patentes o derechos de chapas o letreros de sus edificios y oficinas que respondan a los fines del servicio público a su cargo; de las patentes de garaje y rodados para los vehículos de su propiedad afectados a la prestación del servicio público a su cargo y de las patentes correspondientes a establecimientos industriales que se destinen a los fines precitados;

k)  Que de lo expuesto se deduce que nos encontramos frente a un régimen tributario complejo, que consiste en el pago, por parte de Edenor, de un único impuesto y contribución tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público municipal y de todas aquellas tasas que retribuyan servicios o mejoras de orden local por un lado y la exención del pago, entre otros tributos y patentes, “de las patentes o derechos de chapas o letreros de sus edificios y oficinas que respondan a los fines del servicio público a su cargo”;

l) Que la demandada alega que el Poder Ejecutivo vulneró el principio de división de poderes al darle, con el Decreto, un análisis distinto al previsto por el legislador en la normativa delegante, al establecer la exención prevista en su artículo 21 y avasallar así el derecho local por ella establecido. Sin embargo, expuso el a-quo, no cuestiona el pago de un único impuesto y contribución de índole fiscal, como en lo referente al uso del dominio público municipal previsto en el art. 19;

ll) Que al complementarse ambos artículos no es procedente el cuestionamiento de una de las exenciones allí establecidas, sin denunciar el pago del impuesto único, habida cuenta de que - al establecerse el porcentaje que de las entradas brutas recaudadas por Edenor S.A. le corresponden a los municipios - sin duda se tuvieron en cuenta las exenciones establecidas en el citado artículo 21;

m) Que en ese orden de ideas la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expedido sobre el régimen tributario establecido en las normas en análisis, sosteniendo la improcedencia de los aranceles fijados por la Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires, con fundamento en lo dispuesto en los arts. 20 y 21 del Decreto N° 714/92 y demás normativa citada en autos (CSJN, E. 213. XXXVII, Originario, “Edesur S.A. c/ Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires s/ acción meramente declarativa) y la inconstitucionalidad del régimen mediante el cual la Provincia de Buenos Aires aplicaba y perseguía el cobro de los impuestos inmobiliarios y automotores sobre bienes inmuebles o vehículos de propiedad de Edesur afectados a la prestación del servicio público (CSJN, E. 53. XXXII, Originario, “Edesur S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa), donde también se analizan las disposiciones legales indicadas. Asimismo, rechazó la demanda iniciada por Edenor S.A., que procuraba que se declare que la Municipalidad de Gral. Rodríguez carece de atribuciones para exigir la tasa por Seguridad e Higiene en sus locales, en la inteligencia que “Que si bien el decreto 714/92 establece en su art. 19, que las empresas abonarán a los municipios, en los términos del aludido art. 5º de la ley 14772, el 6% de las entradas brutas recaudadas por la venta de la energía eléctrica efectuada en cada una de dichas jurisdicciones en concepto de "único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público municipal", en su art. 21 expresa que dicho pago "no exime" a las empresas de abonar "las tasas retributivas de servicios o mejoras de orden local, tales como las que se enumeran a continuación a simple título enunciativo". Entre ellas incluye (inc. b) las relativas al servicio de "limpieza" y "otros similares correspondientes a esas mismas propiedades", dentro de las cuales deben comprenderse las gabelas aquí discutidas.” (Edenor S.A. c/ Municipalidad de Gral. Rodríguez s/ acción declarativa - medida cautelar. CSJN, 05/10/1999), fallo citado por la propia demandada;

n) Que la demandada, en ocasión de contestar los planteos efectuados en subsidio por la actora, alegó que el canon en cuestión no vulnera el régimen de coparticipación, toda vez que la efectiva prestación de servicios puede ser cierta o potencial y la propia ley exceptuó (hace referencia a la ley de coparticipación) a la tasa retributiva de servicios, como lo es el canon cuestionado. Expresó que - si bien la doctrina ha desarrollado en extenso los argumentos que dan sustento a cada una de dichas afirmaciones, es decir que la prestación del servicio puede ser cierta, por un lado, y potencial por otro - nuestro máximo tribunal ha sostenido que el cobro de las tasas presupone la existencia de un requisito fundamental y es que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio relativo a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente (Cía. Química, S.A. c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán” CSJN, 5/9/1989, Fallos 312:1575). Señaló que dicho criterio ha sido reiterado en un fallo reciente donde se afirmó que “resulta ilegítimo el cobro de la "Contribución que incide sobre el Comercio, la Industria y las Empresas de Servicios" (CCIES) por la Municipalidad de la Ciudad de Córdoba si se evidencia contrario a un requisito fundamental respecto de las tasas, como es que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio referido a algo no menos individualizado del contribuyente y la recurrente carecía de local, depósito o establecimiento de cualquier tipo en el territorio del municipio. -Del dictamen de la Procuración General, al que remitió la Corte Suprema (CSJN,L 1303, XLII; RHE. Laboratorios Raffo S.A. c/ Municipalidad de Córdoba, 23/06/2009, T. 332, P. 1503);

ñ) Que de lo expuesto se deduce que es requisito fundamental de las tasas que al cobro del tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio, descartando de esta manera lo afirmado por la demandada, con relación a que la prestación del servicio puede ser potencial;

o) Que la demandada no ha indicado en qué consiste el servicio que presta “de manera potencial o cierta” como contraprestación al canon que debe abonar quien realice publicidad o propaganda en la vía pública. Afirmó el a-quo que, en tal inteligencia, si a los fines de fundamentar su pretensión de cobrarle el canon a Edenor, alega la prestación de un servicio, es a ella a quien le compete la prueba de los hechos alegados (art. 77 del CCA y 375 del CPCC), circunstancia que no surge de las constancias de autos;

p) Que, teniendo en cuenta lo sostenido precedentemente y con fundamento en el art. 31 de la Constitución Nacional (que establece la primacía del orden federal sobre el local), cabe concluir que Edenor S.A. se encuentra exenta de abonar el canon por publicidad y propaganda que la Municipalidad le requirió. Ello, en la inteligencia de que el mismo se encuentra comprendido en el pago en concepto de único impuesto, contribución y tributo mencionado en el artículo 19 y no se trata de una tasa retributiva de un servicio prestado en forma concreta, efectiva e individualizada;

q) Que nuestro máximo tribunal sostuvo en el considerando séptimo de la causa “Nobleza Piccardo S.A.I.C. c/ Estado Nacional s/ Dirección General Impositiva”, fallo citado por la demandada, que “con arreglo a conocida jurisprudencia de este Tribunal el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, qué gravamen le causa, y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto” (CSJN, 05/10/04). Expuso el sentenciante que - en el caso de autos - es la parte demandada quien sostiene la inconstitucionalidad de la exención establecida por el artículo 21 del Decreto N° 714/92, y en mérito al fallo citado, es a ella a quien le corresponde demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, qué gravamen le causa y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto, extremos que no se encuentran cumplidos a la luz de las constancias de autos y que fundamentan el rechazo del planteo efectuado. Máxime, afirmó, cuando la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un Tribunal de Justicia y, por ello, debe ser considerada como última ratio del orden jurídico y sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (Conforme CSJN, Fallos 322-843, 319-3148; S.C.B.A., Ac. 75.112 del 2-10-01);

r) Que de acuerdo a las conclusiones arribadas en los considerandos que anteceden, correspondía declarar la nulidad de las Resoluciones Nº 1642/2006 y N° 113/07 de la Secretaría de Economía y Hacienda de la Municipalidad de Vicente López e imponer las costas en el orden causado (art. 51 CPCA).-

XXI.- Contra dicho pronunciamiento la parte demandada interpuso recurso de apelación (ver fs. 1098/1107).-

En lo sustancial se agravió por lo siguiente:

a) Por cuanto la sentencia cambió el objeto de la pretensión que, en rigor, se trataba de la nulidad de las Resoluciones administrativas que determinaron la deuda de Edenor SA.-

Explicó que el Juez de grado consideró que “la cuestión a resolver se centra en determinar si la pretensión de la Municipalidad de Vicente López … resulta contraria a la exención prevista por el Decreto 712/92”.-

Asimismo, que tal cambio comporta una arbitrariedad manifiesta.-

b) Por cuanto el sentenciante resolvió la nulidad de dos resoluciones administrativas sin fundamento alguno, lo que viola – entendió – el derecho de defensa de su parte.-

c) Por cuanto en el mismo párrafo en el que hace mención al objeto de la litis, dio por válido que un Decreto pueda establecer una exención, confundiendo una vez más el íter de la cuestión debatida.-

d) Por cuanto se mencionó jurisprudencia como refuerzo de lo resuelto que no resulta aplicable al caso de autos.-

e) Por cuanto el sentenciante entendió que su parte no demostró la inconstitucionalidad del art. 21 del Decreto Nº 714/92, el gravamen que le causa o que el agravio se hubiera dado en el caso concreto.-

Explicó que el thema decidendum se reduce a determinar la validez o no del procedimiento administrativo llevado a cabo.-

Además, que el Juez debió analizar la validez o no de los artículos del Decreto que creó el impuesto y exenciones. Para el hipotético caso en que se resolviera sobre su constitucionalidad, debió determinar si la normativa municipal – fundamento del canon por publicidad y propaganda – resultaba válida o no.-

Continuó con que, respecto al procedimiento administrativo, no se desprende de la sentencia en qué apartado pudo carecer de motivación o causa. Como luego de desarrollar los conceptos mencionados pasó a analizar la normativa relacionada con las exenciones, puede entenderse que de manera tácita reconoció la validez del procedimiento administrativo, puesto que - de lo contrario - no habría correspondido analizar otra cuestión.-

Sin embargo, en el acápite V de la sentencia, declaró la nulidad de las Resoluciones Nº 1642/06 y 113/07. Explicó que la sentencia resulta contradictoria (existe un insanable contraste entre los considerandos de la sentencia y la parte resolutiva).-

Continuó con que la sentencia ha sido incongruente – y por la tanto arbitraria - y con que el sentenciante no ha sido imparcial.-

Asimismo, con que el sentenciante ha prescindido por completo de la prueba aportada, de donde surge que los actos administrativos son plenamente válidos.-

Explicó que por el ordenamiento municipal vigente, más específicamente por los arts. 162 y siguientes de la ordenanza Nº 20.573, Edenor S.A. resulta ser objeto de obligaciones tributarias locales.-

Expuso que, con el fin de garantizar el derecho de defensa de su parte, la única solución posible es la declaración de nulidad de la sentencia de primera instancia, para que pueda realizarse un nuevo pronunciamiento debidamente fundado.-

En el punto V señaló que la sentencia lo obliga a recurrir por el orden lógico que debió respetar el a-quo para resolver la cuestión, como sí también por cuanto dio por válido que un Decreto del PEN pueda crear legalmente un impuesto.-

Indicó que el a-quo entendió que “la cuestión a resolver se centra en determinar si la pretensión de la Municipalidad de Vicente López …resulta contraria a la exención prevista por el Decreto 712/92”. Ello, en lugar de resolver fundadamente la validez o no del acto administrativo, para luego – mediante un proceso lógico – analizar la validez o no de los artículos del Decreto que ha creado un impuesto y exenciones. Sólo entonces, en el hipotético e improbable caso en que se resuelva sobre la constitucionalidad del Decreto – o de los artículos que crean el impuesto o exención -, podría haber determinado si la normativa municipal, fundamento para el cobro del canon por publicidad y propaganda, resulta válida o no.-

Además, que la Ley Nº 14.772 que estableció la jurisdicción nacional sobre los servicios públicos de electricidad de la capital federal y partidos de la Provincia de Buenos Aires, en su artículo 5º estableció: “la prestación de estos servicios por parte de la nueva sociedad, así como por el Estado Nacional, se desarrollará respetando los poderes locales en todo aquello que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado nacional”. En la reglamentación a dictar por el Poder Ejecutivo de la Nación deberá reconocerse el porcentaje que, sobre las entradas brutas, corresponda a cada Municipio”.-

Por su parte, la Ley Nº 15.336 establece en su art. 12 que “Las Obras e instalaciones de generación, transformación y transmisión de la energía eléctrica de jurisdicción nacional y la energía generada o transportada en las mismas no pueden ser gravadas con impuestos y contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción y circulación. No se comprende en esta exención las tasas retributivas por servicios y mejoras de orden local”.-

Por último, y en cuanto a la normativa cuestionada, transcribió en lo pertinente el art. 19 del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 714/92.-

Seguidamente, enumerada la normativa en la cual la firma EDENOR S.A. basó su demanda, efectuó un análisis de las contradicciones y errores que – a su entender – contiene la sentencia.-

En cuanto a los fallos mencionados en la sentencia (“Edenor SA c/ Municipalidad de General Rodríguez”, “Cía Química SA c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán” y “Laboratorios Raffo SA c/ Municipalidad de Córdoba”), destacó que los mismos se refieren exclusivamente a las tasas, mientras que lo que se reclama a la parte actora es un canon que no entra en la especie de impuesto, tasa ni contribución, tipos exclusivamente tributarios.-

Expuso que el canon no resulta una especie tributaria y, como tal, tampoco se encuentra en pugna con la ley de coparticipación, puesto que aquella se refiere al ámbito tributario.-

Relató que el sentenciante incurrió en una contradicción al sostener que a la tasa le corresponde una concreta, efectiva  individualizada prestación de un servicio y que, como no ha sido probado el servicio prestado por la Municipalidad, la firma EDENOR SA se encontraría exenta de abonar el canon por publicidad y propaganda.-

Afirmó que respecto del canon por publicidad y propaganda no le corresponde una concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio, puesto que no se trata de una tasa. Ello, con independencia de lo que su mandante hubiera manifestado en subsidio y de manera genérica respecto de las tasas.-

En el punto VII, referido a la cuestión constitucional, manifestó que de la Ley N° 14.772 no se advierte que la voluntad legislativa hubiera sido la exención dispuesta por el Decreto N° 714/92. Asimismo, que tampoco ello sucede con la Ley N° 15.336, la que se refiere únicamente a lo que resulta propio de la generación, transformación y transmisión de energía.-

Expresó que el cartel por el cual se originó el reclamo por el pago del canon no genera, ni transforma ni transmite energía.-

Por ello, señaló que no caben dudas respecto a que la exención proviene de un Decreto que, al ser reglamentario de una Ley de la que no se advierte que la voluntad legislativa hubiera sido la de establecer exenciones fiscales en el orden municipal, excede ampliamente el principio de legalidad.-

Con respecto a que su parte no probó el gravamen que le causa el Decreto tachado de inconstitucional, expuso que al sostenerse que el pago por el canon reclamado contraría al Decreto 714/92, se está violando la autonomía del Municipio y, con ello, la posibilidad de establecer los recursos para costear su presupuesto.-

Por último, que el correlato de los hechos, la normativa y la demostración del gravamen – la imposibilidad de contar con un recurso propio municipal -, hace que al tratarse exclusivamente de un ingreso propio establecido por la Ordenanza Fiscal, quede demostrado que el gravamen se da en el caso concreto. En nada influye el porcentual establecido por el Decreto N° 714/92. Es que dicho porcentual, por sí solo, no obsta al derecho de la Municipalidad al cobro del canon por el uso del espacio público.-

XXII.- El señor Juez a-quo corrió traslado del recurso mediante la providencia de fs. 1108 y la actora contestó a fs. 1110/1116.-

Luego de efectuar una síntesis de la cuestión debatida, planteó que la apelación debía ser declarada desierta por la ausencia de una crítica concreta y razonada de las partes de la sentencia que el Municipio consideró equivocadas.-

Seguidamente, en subsidio, respondió los planteos efectuados por el Municipio.-

Con respecto a que el Juez de grado cambió el objeto de la pretensión, escribió que el análisis de la normativa efectuado por el a-quo fue imprescindible para determinar la validez o nulidad del acto administrativo.-

Asimismo, que no se vislumbra en qué medida el orden de la exposición de la sentencia podría causar un agravio a la parte apelante, en tanto se hubiera llegado a la misma conclusión en cualquier caso.-

En relación a que la sentencia es nula por no exponer los fundamentos de la declaración de nulidad de las resoluciones municipales, respondió que tal declaración fue consecuencia del análisis efectuado en referencia al derecho aplicable.-

Explicó que la ausencia de análisis del argumento preliminar podría – eventualmente – causarle un agravio a su parte pero, en ningún caso, podría ser fundamento para impugnar de nulidad una sentencia que expuso sus fundamentos y analizó la cuestión en debate y la posición de ambas partes. Entendió que el razonamiento del Juez fue expuesto en la sentencia, por lo que no existe afectación al derecho de defensa sino una simple discrepancia con el resultado del pleito.-

Al agravio por el cual el recurrente consideró que el Juez dio por válido el Decreto N° 714/92 sin analizar su constitucionalidad, respondió que la Municipalidad se limitó a reiterar los argumentos expuestos al contestar la demanda. Asimismo, que la sentencia de primera instancia no omitió el análisis de la normativa sino que, al analizarla en forma integral, resolvió que la Municipalidad de Vicente López – que se beneficiaba con el impuesto único dispuesto por el Decreto N° 714/92 (en virtud de la delegación legislativa aceptada expresamente por la parte demandada), no podía simultáneamente desconocer que se encuentra impedida de gravar la ocupación de espacios públicos a través de otro gravamen.-

Indicó que la normativa invocada permite concluir que la exención, contrariamente a lo que plantea el Municipio (que la vincula expresamente al Decreto N° 714/02), se finca antes en la exención general contenida en el art. 12 de la Ley N° 15.336 y modificatorias.

Entendió que, así, queda acabadamente cumplido el debido respeto al principio de legalidad en materia tributaria.-

Sintetizó que el régimen tributario que regula la concesión es el siguiente: a) pago de todos los tributos nacionales, b) exención de todo tributo provincial y municipal, incluyéndose expresamente la ocupación y utilización del espacio para la prestación del servicio – con excepción de tasas retributivas de servicio, c) a cambio de la exención, pago de una contribución única provincial y municipal sustitutiva de todo otro tributo.-

Por su parte, que desde el inicio de la concesión, el equilibrio y tensión de los poderes fiscales nacionales y locales ha sido objeto de diversos pronunciamientos judiciales. Reiteró lo expuesto en la demanda respecto a que en todos los casos la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidió la prevalencia de las normas federales que rigen la concesión por sobre las pretensiones locales que pretenden desconocerlas bajo el pretexto de la autonomía tributaria.-

Expuso que, en particular, la CSJN estableció que las exenciones y demás pautas provenientes del Decreto N° 714/92 eran la expresión del régimen de exenciones provenientes de la Ley N° 15.336 y modificatorias y Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el crecimiento suscripto el 12 de agosto de 1993, denominado en conjunto por el Máximo Tribunal como “Régimen Federal de la Energía”.-

Concluyó que el art. 12 de la Ley N° 15.336 y modificatorias establece la libre ocupación del espacio público para la prestación del servicio y, en línea con esa exención, específicamente el art. 21 del Decreto N° 714/92 enumera en forma taxativa entre los supuestos liberados de todo gravamen a las patentes o derechos de chapas o letreros de sus edificios y oficinas que respondan a los fines del servicio público a cargo de la empresa.-

Aclaró que el pago del uso de autos se ve incluido en la contribución única establecida en el art. 34 del Contrato de Concesión que así expresamente lo dispone.-

En respuesta al planteo referido a que la jurisprudencia citada por el Juez de grado es inaplicable, contestó que los fallos invocados son categóricos en cuanto al rechazo de las pretensiones fiscales locales (provinciales y municipales) contrarias al diseño del Gobierno Federal en materia tributaria para la prestación del servicio eléctrico. Señaló que en los autos “Empresa Distribuidora Sur SA c/ Dirección Nacional de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires” (CSJN, de fecha 08 de agosto de 2006) el Tribunal confirmó su doctrina sobre la interferencia, al tiempo que destacó que las normas exentivas plasmadas en el Decreto N° 714/92 tenían raigambre en la Ley N° 15.336, lo cual garantizaba el respeto al principio de legalidad en materia tributaria. En tales autos, la Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires pretendía cobrar a EDESUR SA el tributo correspondiente a “Derechos de Edificación e Inspección de obras nuevas o de ampliación”, que resultaba eximido por una norma federal.-

Por último, al agravio relativo a que el Decreto lo estaría privando de recursos que le son propios, respondió que ello no es correcto. Es que la regulación federal de energía previó que los poderes locales no interfieran con la regulación eléctrica en virtud de las facultades constitucionalmente acordadas (arts. 75 inc. 18 y 30 de la Constitución Nacional). Es decir, las Leyes 14.772 y 15.336 limitaron los poderes locales en virtud de facultades propias e instruyeron al Poder Ejecutivo regular en forma pormenorizada la necesaria armonización. Explicó que dicha armonización se efectivizó a través de un impuesto único y la exención de los demás tributos y gravámenes locales (excepto tasas).- 

XXIII.- El Juez de origen elevó las actuaciones mediante providencia de fs. 1117 y, recibidas a fs. 1117 vta., pasaron los autos para resolver (ver fs. 1118).-
XXIV.- Efectuado el pertinente examen de admisibilidad (ver fs. 1119/1120) pasaron los autos para sentencia.-

El Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

VOTACION

A la cuestión planteada el señor Juez Hugo Jorge Echarri dijo:

1º) Relatados los antecedentes del presente caso, expuestos los fundamentos y parte resolutiva de la sentencia hoy recurrida, mencionados los agravios de la parte apelante y efectuado el examen de admisibilidad, procedo a examinar el recurso de apelación interpuesto.-

2º) Para ello entiendo pertinente aclarar que - en lo sustancial - la parte actora ha  impugnado las Resoluciones Nº 113/2007 y Nº 1642/2006 de la Municipalidad de Vicente López, con fundamento en lo dispuesto por las Leyes Nº 14.772, Nº 15.336 y Nº 24.065, como así también en el Decreto Nº 714/92.-

Asimismo, que la parte demandada entiende que cuenta con competencia para requerir al actor el pago del canon por publicidad y propaganda previsto en la Ordenanza Fiscal (arts. 162/174). Ello, en tanto – expuso - el Decreto Nº 714/92 resulta inconstitucional por exceder el principio de legalidad en materia tributaria.-

En dichas condiciones, adelanto que el recurso de apelación bajo examen no puede correr suerte positiva.-

3º) A efectos de explicar la conclusión precedente debo señalar – liminarmente - que el primer agravio no puede ser acogido pues resulta palmaria la congruencia que ostenta la sentencia apelada. Es que, a fin de resolver el planteo anulatorio esbozado en la demanda, resultaba necesario – conforme las alegaciones del escrito inicial – resolver sobre los alcances de la normativa aplicable al asunto.-

4º) Seguidamente, corresponde abocarme al tratamiento de los agravios b, c y e, los que, sustancialmente, acusan que la nulidad de los actos resuelta por el Juez de grado carece de fundamentos y que la exención indicada por el Decreto Nacional Nº 714/92 es inconstitucional.-

A esos fines considero conducente – tal como lo efectuara el Señor Juez de grado en su decisión – señalar la normativa aplicable.-

Así, el art. 5 de la Ley Nº 14.772 establece: “La prestación de estos servicios por parte de la nueva sociedad, así como por el Estado Nacional, se desarrollará respetando los poderes locales en todo aquello que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado nacional. En la reglamentación a dictar por el Poder Ejecutivo de la Nación deberá reconocerse el porcentaje que, sobre las entradas brutas, corresponda a cada municipio”.-

Por su parte, el art. 12 de la Ley Nº 15.336 prevé: “Las obras e instalaciones de generación, transformación y transmisión de la energía eléctrica de jurisdicción nacional y la energía generada o transportada en las mismas no pueden ser gravadas con impuestos y contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción y circulación. No se comprende en esta exención las tasas retributivas por servicios y mejoras de orden local”.-
Por último, el Decreto Nº 714/92 – por el que dispuso la constitución de las sociedades Edenor S.A. y Edesur S.A. - dispone: “Fíjase en el seis por ciento (6 %) de las entradas brutas recaudadas por EDENOR S.A. y EDESUR S.A. por venta de energía eléctrica dentro de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y de las Municipalidades de la provincia de Buenos Aires en cuya jurisdicción presten el servicio público de distribución y comercialización, la participación que las citadas empresas abonarán mensualmente a los referidos municipios en los términos del artículo 5º de la Ley Nº 14.772. Dicha participación tendrá el concepto de único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público municipal…” (art. 19).  Y que: “El pago en concepto de único impuesto, contribución y tributo mencionado en los Artículos 19 y 20 precedentes, no exime a las empresas EDENOR S.A. y EDESUR S.A. del de las tasas retributivas por servicios o mejoras de orden local, tales como, las que se enumeran a continuación a simple título enunciativo: … En cambio, por no ser tasas retributivas de servicios, EDENOR S A. y EDESUR S.A. están exentas del pago de: … c) las patentes o derechos de chapas o letreros de sus edificios y oficinas que respondan a los fines del servicio público a su cargo…” (art. 21).-

En ese marco, entiendo que de las normas transcriptas se desprende la suerte negativa del recurso, pues lo actuado por la Municipalidad demandada no resulta compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado Nacional (conforme art. 5 de la Ley Nº 14.772).- 

5º) Adicionalmente – en cuanto la parte recurrente insiste en la vulneración del principio de legalidad en materia tributaria por el dictado del Decreto Nº 714/92 – cabe referir que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que “... del mismo modo que el principio de legalidad que rige en la materia - confr. arts. 4°, 17 y 67, inc. 2, de la Constitución Nacional (texto 1853/1860) - impide que se exija un tributo en supuestos que no estén contemplados por la ley, también veda la posibilidad de que se excluyan de la norma que concede una exención situaciones que tienen cabida en ella con arreglo a los términos del respectivo precepto. Corresponde añadir al respecto que las disposiciones que estatuyen beneficios de carácter fiscal no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la ley se cumpla, lo que equivale a admitir que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia” (Fallos: 296:253; 312:529 y 315:257 — in re: "Multicambio S.A.", sentencia del 1° de junio de 1993, cons. 8° Fallos: 316:1115)”.-
No obstante y teniendo en cuenta que el dictado del Decreto Nº 714/92 se sustenta en una autorización contenida expresamente en las Leyes citadas, debo señalar también que se ha dicho que “en materia de interpretación de exenciones, más allá de hacerse mayor o menor hincapié en el criterio estricto con que deben apreciarse, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha reiterado en numerosos pronunciamientos, en términos de sentencia de condena u "obiter dictum", ya concediéndolas, ya denegándolas, que las exoneraciones fiscales pueden resultar: no sólo del texto de la ley, sino también del indudable propósito del legislador o de la necesaria implicancia de la norma (cf. causas: "S.A. A.P. Green Argentina v. Nación Argentina", Fallos: 262:60, sentencia del 21 de junio 1965; "Walter García", Fallos: 263:353, sentencia del 29 de noviembre de 1965; "S. R. L. Industria Dietética Ganadera", Fallos: 268:530, sentencia del 8 de septiembre de 1967; "S.A.C.I.F. Maderas Martini", Fallos: 277:373, sentencia del 28 de agosto de 1970; "S.R.L. Prato Hermanos", Fallos: 279:226, sentencia del 26 de abril de 1971; "Anahí Cooperativa Argentina de Seguros Limitada", Fallos: 279:244, sentencia del 26 de abril de 1971; "Juan Orlando Corvetto", Fallos: 280:172, sentencia del 21 de julio de 1971; "S.A.I.C. Sherwin Williams", Fallos: 281:350, sentencia del 22 de diciembre de 1971; "Andrés Natali Macagno y Otro", Fallos: 282:236, sentencia del 7 de abril de 1972; "José Manitta y Otros v. Provincia de Mendoza", Fallos: 283:61, sentencia del 26 de junio de 1972; "S.A.I.C.I. Germor", Fallos: 284:9, sentencia del 4 de octubre de 1972; "Víctor S. Guzmán v. Dirección General Impositiva", Fallos: 284:341, sentencia del 6 de diciembre de 1972; "S.A. Compañía Casco I.C.", Fallos: 286:340, sentencia del 20 de septiembre de 1973; "S.A. Mellor Goodwin, C.I. y F.", Fallos: 287:79, sentencia del 18 de octubre de 1973; "The Coca Cola Exp. Corporation", Fallos: 302:1599, sentencia del 23 de diciembre de 1980; "La Razón Editorial", Fallos: 305:635, sentencia del 12 de mayo de 1983; "Ana María Ordoñez v. Dirección General Impositiva", Fallos: 306:1201, sentencia del 4 de septiembre de 1984; "Madoni y Moretti S.C.A.", Fallos: 308:2554, sentencia del 19 de diciembre de 1986); "Desarrollo Forestal S.A. de Forestación", Fallos: 310:177, sentencia del 5 de febrero de 1987; "Jockey Club de Rosario v. Dirección General Impositiva", Fallos: 312:529, sentencia del 18 de abril de 1989; "Nación Argentina —DGI— v. Asociación de Empleados de Comercio de Rosario", Fallos: 314:1842, sentencia del 19 de diciembre de 1991; "Juan Carlos Camarero", Fallos: 315:257, sentencia del 10 de marzo de 1992; "Gasparri y Cía. S.A.", Fallos: 316:1332,: sentencia del 16 de junio de 1993; "Bodegas y Viñedos Peñaflor S.A. v. Dirección General Impositiva", Fallos: 319:1311, sentencia del 16 de julio de 1996; "Aurelio Flores", Fallos: 319:1855, sentencia del 12 de septiembre de 1996; "Sedamil S.A.I.C. v. Administración Nacional de Aduanas", Fallos: 319:2694, sentencia del 12 de noviembre de 1996; "Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires v. Hospital Alemán", Fallos: 320:58, sentencia del 11 de febrero de 1997; "Instituto de Informaciones Comerciales Paraná v. Dirección General Impositiva", Fallos: 321:1660, sentencia del 11 de junio de 1998; "Mirta Graciela Vallori", Fallos: 324:3752, sentencia del 6 de noviembre de 2001, entre muchos otros —v. mi voto en la causa "Altieri e Hijos S.A. s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado", expte. N° 2591/03 y "GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado" en "Altieri e Hijos S.A. c. Dirección General de Rentas (Res. 1672/2000 (SHyF)) s/ recurso de apelación judicial c. decisiones de DGR (art. 114, Código Fiscal)", expte. N° 2595/03, sentencia del 29 de septiembre de 2004)” (voto del Juez Casás del Tribunal Superior de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en “Solares de Conesa S.A. c. GCBA”, sentencia del 13 de diciembre de 2008).-

6º) Sentado ello, y en cuanto al específico y concreto tratamiento de la materia ventilada en autos – régimen de energía eléctrica - recuerdo que de acuerdo a una arraigada doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, lo atinente al régimen de energía eléctrica se inscribe en el marco de regulación federal incorporado al concepto abarcativo que se asigna a la inteligencia del art. 75 inc. 13 de la Constitución Nacional (Fallos 322:2624 y 323:3949). Así, pues, se dijo que es competencia del Congreso dictar la legislación destinada a planificar, establecer pautas generales y ordenar la política energética, y que las finalidades de la legislación nacional energética han contemplado a lo largo de su evolución diversos sistemas de tratamiento impositivo, consagrando exenciones frente a la actividad fiscal local” (E. 53. XXXII, “Empresa Distribuidora Sur S.A. (EDESUR S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa”).-

La mencionada jurisdicción nacional - a menos que contenga alguna exención acordada en virtud de lo dispuesto por el art. 75, inc. 18, de la Constitución Nacional - es compatible con el ejercicio del poder de policía y de la potestad fiscal por parte de las provincias y de sus municipalidades, ya que es la regla - y no la excepción - la existencia de jurisdicciones compartidas entre el Estado Nacional y los estados locales (Fallos: 186:170; 271:186; 296:432). Sobre el particular, se ha señalado que “...uno y otro ejercicio (del poder de policía y de la potestad fiscal por parte de las autoridades locales) no deben condicionar de tal modo la prestación del servicio que puedan obstruirlo o perturbarlo, directa o indirectamente" (Fallos: 213:467 y su cita)” (conforme CSJN, E. 35 XXXIV, “Edenor c/ Municipalidad de General Rodríguez s/ Acción Declarativa – Medida Cautelar”, del 5 de octubre de 1999).-

7º) En esas condiciones, y compartiendo lo expuesto por el señor Juez a-quo – entiendo que el Decreto Nº 714/92 en el que funda sustancialmente la actora su pretensión, fue dictado en ejercicio de las atribuciones conferidas por las Leyes Nº 14.722, Nº 15.336 y Nº 24.065. Ello así, pues se consideró en el cuarto párrafo del reglamento que el art. 5 de la Ley Nº 14.772 "determina como criterio de relación entre el poder local y el nacional el respeto de aquél en todo lo que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado Nacional”.- 
Además, observo que el art. 19 del Decreto Nº 714/92 establece que las nuevas empresas, nacidas de la privatización del servicio, abonarán a los Municipios, en concepto de único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público provincial, por sus actividades como prestatarias del servicio público de distribución y comercialización en la provincia, el seis por ciento de sus entradas brutas, recaudadas por las ventas de energía eléctrica en esa jurisdicción.-

Por último, que tal régimen se complementa con lo dispuesto por el art. 21 cuyo texto, en lo pertinente, dispone: “…por no ser tasas retributivas de servicios, EDENOR S A. y EDESUR S.A. están exentas del pago de: … c) las patentes o derechos de chapas o letreros de sus edificios y oficinas que respondan a los fines del servicio público a su cargo…”. Énfasis añadido.-

Bajo dichos parámetros, entiendo que el canon por publicidad y propaganda fijado por el Municipio accionado queda comprendido dentro de la exención prevista por el art. 21 del Decreto Nº 714/92.-

8º) A mayor abundamiento, cabe recordar que la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires ha expuesto en numerosos pronunciamientos que la obligación de pagar determinadas sumas en concepto de derechos por publicidad y propaganda – de acuerdo a lo prescripto por una ordenanza y/o un decreto municipal- como consecuencia de la exhibición de logotipos identificatorios de una empresa en locales que comercializan sus productos, se justifica en razón de que la divulgación efectuada en los mismos se realiza con el fin de atraer clientes que, por ese medio, son inducidos a contratar con la firma o a obtener sus productos (cfr. causas B. 49.984, "Isaura S.A.”, sent. del 24-XI-1987; B. 50.348, "ESSO Sociedad Anónima Petrolera Argentina”, sent. del 7-XI-1989; B. 51.518, "Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.”, sent. del 15-II-1994; B. 52.054, "Instituto Movilizador de Fondos Cooperativos S.C.L.B.”, sent. del 4-IV-1995 y 51.394, "Favacard S.A.C.I. y F.”, sent. del 14-VI-1996, I 68328, I. 12-VII-2006 y esta Cámara in re: causas Nº 905, "Loreal Argentina S.A. c/ Municipalidad de Merlo s/ Pretensión Indemnizatoria”, sentencia del 30 de abril de 2007; Nº 906, “CCBA S.A. c/ Municipalidad de Merlo s/ Pretensión Anulatoria”, sentencia del 22 de junio de 2007, entre otras); circunstancias comerciales que no resultan de aplicación al sub-lite en tanto y en cuanto nos encontramos ante un servicio público cuyos usuarios se encuentran cautivos y ajenos a cualquier estrategia publicitaria para direccionar la contratación del servicio eléctrico.- 

9º) Continuando, resulta pertinente señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación – en un caso sustancialmente similar al presente, donde la actora impugnó el arancel establecido en el art. 82 inc. a) del Decreto provincial Nº 922/73 con fundamento en la exención que le confiere el art. 21, segundo párrafo, inc. b), del Decreto Nº 714/92 –, ha considerado lo siguiente: “…Que el decreto 714/92 encuentra apoyo -según sus considerandos- en las atribuciones conferidas al gobierno nacional por las leyes 14.722, 15.336 y 24.065. La sujeción a este marco legal y, más específicamente, al régimen fiscal consagrado en la ley 14.722 y sus normas complementarias, se expone en los considerandos del reglamento cuando recuerdan que el art. 5 de esa norma "determina como criterio de relación entre el poder local y el nacional el respeto de aquél en todo lo que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado Nacional" (Fallos: 322:2624, cons. 5). El especial régimen tributario así fijado establece que las nuevas empresas, nacidas de la privatización del servicio, abonarán a la Provincia de Buenos Aires, en concepto de único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público provincial, por sus actividades como prestatarias del servicio público de distribución y comercialización en la provincia, el seis por mil (6%o) de sus entradas brutas, recaudadas por las ventas de energía eléctrica en esa jurisdicción. Tal régimen, como señaló V.E. en el precedente de Fallos: 322:2624, ya citado, se complementa con lo dispuesto por el art. 21, que excluye "las tasas retributivas por servicios o mejoras de orden local" que menciona a "título enunciativo", siguiendo el criterio sistemático de las normas anteriores. A su vez, dicho texto establece que "en cambio, por no ser tasas retributivas de servicios" EDESUR S.A. estará exenta del pago de gravámenes entre los cuales menciona, específicamente: "b) los derechos de edificación e inspección de obras nuevas o de ampliación". En tales condiciones, es mi parecer que el específico arancel fijado en el art. 82, inc. a), del decreto provincial 922/73 -que debe abonarse en forma previa a la concesión del permiso para el comienzo de los trabajos a realizarse en los caminos  públicos de la red provincial y que reconoce como causa las tareas de estudio e inspección que la Dirección Provincial de Vialidad realizará sobre aquellos trabajos (cfr. art. 82, in fine)- queda comprendido dentro del género "derechos de edificación e inspección de obras nuevas o de ampliación" que resultan eximidos –sin limitaciones- por el precepto federal en análisis” (conforme CSJN, E. 213. XXXVII, “Edesur SA c/ Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa”, sentencia del 08 de agosto de 2006).-

Asimismo, que en los autos “Provincia de Buenos Aires y EDENOR S. A.” (CSJN, SJA 26/12/2007, JA 2007-IV-131, del 23 de octubre de 2007): estableció que “4)…el Congreso de la Nación legisló la materia que da origen al presente litigio por medio de las leyes 14772, 15336 y 24065… 5) Que con fundamento en dicha previsión legal, el Poder Ejecutivo Nacional dictó el decreto 714/92, el 28/4/1992, por el cual se aprobaron los términos y condiciones del contrato de concesión celebrado bajo un régimen de naturaleza federal, entre el Estado nacional (la concedente) por una parte y la empresa distribuidora Norte – EDENOR S.A. – (la distribuidora), por la otra, y cuyo objeto consiste en otorgar en concesión a favor de la distribuidora la prestación en forma exclusiva del servicio público en el área definida del contrato”. El subrayado me pertenece.-
10º) En ese orden de ideas, es claro que la finalidad perseguida por el legislador al consagrar la franquicia en debate, ha sido evitar que la empresa que presta un servicio público nacional pueda ver comprometido su normal desenvolvimiento si, por las continuas traslaciones a las que pudiera quedar sujeta por los gobiernos provinciales y municipales, se la obligase a imprevisibles erogaciones (CSJN, E. 213. XXXVII, “Edesur SA c/ Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa”, sentencia del 08 de agosto de 2006).-

Considero que no está aquí en tela de juicio el poder de policía o de jurisdicción de los municipios en su propio ámbito, sino que se trata de verificar si puede dificultarse el ejercicio, por parte de la Nación, de los poderes delegados para el logro de propósitos de interés general (doct. de Fallos: 297:236).-

Ha expuesto la CSJN que “De aquí que los poderes de policía locales no pueden amparar una conducta que interfiera en la satisfacción de un interés público nacional (Fallos: 263:437), ni justifiquen la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de la Nación toda (Fallos: 257:159; 270:11). El sistema federal importa asignación de competencias a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica, por cierto, subordinación de los estados particulares al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigidos al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar para la consecución eficaz de aquel fin. No debe verse aquí enfrentamiento de poderes, sino unión de ellos, en vista de metas comunes (Fallos: 304:1186)” (CSJN, E. 213. XXXVII, “Edesur SA c/ Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa”, sentencia del 08 de agosto de 2006; CSJN, “Provincia de Buenos Aires y EDENOR S. A.”, SJA 26/12/2007, JA 2007-IV-131, del 23 de octubre de 2007).-

11º) Teniendo en cuenta todo dicho, entiendo que la exención del art. 21 del Decreto Nº 714/92, en cuanto alcanza al canon por publicidad y propaganda exigido por el Municipio accionado, se muestra compatible con los principios señalados en los considerandos precedentes, habida cuenta de que no importa sino la salvaguarda de la integridad de los poderes delegados y tiende a asegurar la eficacia de los medios necesarios para alcanzar los fines de aquéllos.-

Ello, sin perjuicio de dejar a salvo que “El ordenamiento constitucional y legal de la Provincia de Buenos Aires confiere a los municipios suficientes potestades para disciplinar variados aspectos - incluido el tributario - referentes al desenvolvimiento por privados de actividades comerciales, industriales y de servicios, siempre en el interés general de la comunidad local. La Constitución provincial establece que son "atribuciones inherentes al régimen municipal" "la salubridad" (art. 192 inc. 4°). De igual modo, integra el ámbito competencial de los municipios el dictado de "ordenanzas y reglamentos" (art. 192 inc. 6°, Const. cit.) a quienes, por cierto, también se les han conferido potestades para crear tributos (arts. 192 inc. 5° y 193 inc. 2°, Const. cit.)…” (B 61397 S 8-7-2008, Juez SORIA (OP), “Sociedad Española de Socorros Mutuos de Tres Arroyos c/ Municipalidad de Tres Arroyos s/ Demanda contencioso administrativa; y en sentido similar SCBA I 2257 S 6-5-2009, “Rabuffetti, Daniel Alberto y otra c/ Municipalidad de Berazategui s/ Inconstitucionalidad”; voto del Juez Genoud  en SCBA, B 61397 S 8-7-2008, Juez GENOUD (SD) Sociedad Española de Socorros Mutuos de Tres Arroyos c/ Municipalidad de Tres Arroyos s/ Demanda contencioso administrativa, antes citada; SCBA, B 59516 S 18-12-2002, Juez DE LAZZARI (SD)
“Bank Boston NA c/ Municipalidad de Morón s/ Demanda contencioso administrativa”; SCBA, B 58119 S 5-10-2005, Juez RONCORONI (SD) “Pharmaka S.A. c/ Municipalidad de La Plata s/ Demanda contencioso administrativa”; SCBA, B 68108 S 21-12-2005, Juez SORIA (MI), “Intendente Municipal de General San Martín c/ Concejo Deliberante de San Martín s/ Conflicto de poderes”; “Dupraz, Osvaldo Alfredo c/ Municipalidad de Lobos s/ Inconstitucionalidad art.48, Ordenanza Fiscal 1987”; Publicaciones: LL 1991-E, 3 - AyS 1991-I, 916 - ED 144, 677 - JA 1992-IV, 584 - DJBA 142, 159, y considerando tercero de mi voto en “Farmacia Central Morón SRL c/ Municipalidad de Morón s/ Demanda Contenciosa”, Expte. Nº 1607/09, sentencia del 14 de julio de 2009).-

Finalizando, entiendo que la “validez” de la norma considerada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los fallos citados y lo hasta aquí expuesto, impide admitir el agravio constitucional invocado por el Municipio accionado respecto del Decreto Nº 714/92 y conduce a rechazar la pieza recursiva en examen.-

12º) Por último, tal como surge de este voto, el agravio que plantea que la jurisprudencia citada por el señor Juez a-quo es incompatible con el caso no puede prosperar.-

En consecuencia, propongo: 1º) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y, por los fundamentos dados, confirmar la sentencia de fs. 1079/1089 vta. en todo cuanto ha sido materia de agravio; 2º) Distribuir las costas del proceso por su orden (conforme art. 51 del CPCA); y 3º) Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77).-

ASÍ LO VOTO.-

Los señores Jueces Jorge Augusto Saulquin y Ana María Bezzi votaron a la cuestión planteada en igual sentido y por los mismos fundamentos, con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

SENTENCIA

En virtud del resultado del acuerdo que antecede, este Tribunal, por los fundamentos dados, RESUELVE: 1º) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y, por los fundamentos dados, confirmar la sentencia de fs. 1079/1089 vta. en todo cuanto ha sido materia de agravio; 2º) Distribuir las costas del proceso por su orden (conforme art. 51 del CPCA); y 3º) Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77).-

Regístrese, notifíquese de acuerdo a lo proveído a fs. 1.118 y, oportunamente, devuélvase.-

                                    ANA MARIA BEZZI

 JORGE AUGUSTO SAULQUIN

                         HUGO JORGE ECHARRI

ANTE MI

ANA CLARA GONZALEZ MORAS

Secretaria
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